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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
21653 Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2022.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de 
gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes en 
el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de que 
se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o cuestiones 
que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o 
los criterios de política económica general, que sean complemento necesario para la más 
fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del Estado y de 
la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma, preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 
una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2022 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Los efectos de la crisis sanitaria provocada por la pandemia de COVID-19 ejercieron 
una evidente influencia en los Presupuestos Generales del Estado para 2021, que 
presentaron una clara orientación hacia la recuperación económica y social.

La activación de la cláusula de salvaguardia aconsejada por la Comisión Europea en 
marzo de 2020 y la consiguiente suspensión temporal de las reglas fiscales del Pacto de 
Estabilidad y Crecimiento aportaron la flexibilidad presupuestaria necesaria para afrontar 
el esfuerzo de superación de los efectos adversos de la crisis. cv
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Disposición final vigésima séptima. Modificación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida se modifica la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, de la siguiente 
forma:

Uno. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 50, que queda redactado 
como sigue:

«[...]

2. Los convenios que suscriba la Administración General del Estado o sus 
organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes se 
acompañarán además de:

a) El informe de su servicio jurídico, que deberá emitirse en un plazo máximo 
de siete días hábiles desde su solicitud, transcurridos los cuales se continuará la 
tramitación. En todo/ caso, dicho informe deberá emitirse e incorporarse al 
expediente antes de proceder al perfeccionamiento del convenio. No será necesario 
solicitar este informe cuando el convenio se ajuste a un modelo normalizado 
informado previamente por el servicio jurídico que corresponda.

b) Cualquier otro informe preceptivo que establezca la normativa aplicable, 
que deberá emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde su solicitud, 
transcurridos los cuales se continuará la tramitación. En cualquier caso, deberán 
emitirse e incorporarse al expediente todos los informes preceptivos antes de 
proceder al perfeccionamiento del convenio.

c) La autorización previa del Ministerio de Hacienda y Función Pública para su 
firma, modificación, prórroga y resolución por mutuo acuerdo entre las partes, que 
deberá emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde la solicitud, 
transcurridos los cuales se continuará la tramitación. En todo caso dicha autorización 
deberá emitirse e incorporarse al expediente antes de proceder al perfeccionamiento 
del convenio.

Cuando el convenio a suscribir esté excepcionado de la autorización a la que se 
refiere el párrafo anterior, también lo estará del informe del Ministerio de Política 
Territorial.

No obstante, en todo caso, será preceptivo el informe del Ministerio de Política 
Territorial, respecto de los convenios que se suscriban entre la Administración 
General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes, con las Comunidades Autónomas o con Entidades 
Locales o con sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados 
o dependientes, en los casos siguientes:

1. Convenios cuyo objeto sea la cesión o adquisición de la titularidad de 
infraestructuras por la Administración General del Estado.

2. Convenios que tengan por objeto la creación de consorcios previstos en el 
artículo 123 de esta ley.

d) Cuando los convenios plurianuales suscritos entre Administraciones 
Públicas incluyan aportaciones de fondos por parte del Estado para financiar 
actuaciones a ejecutar exclusivamente por parte de otra Administración Pública y el 
Estado asuma, en el ámbito de sus competencias, los compromisos frente a 
terceros, la aportación del Estado de anualidades futuras estará condicionada a la 
existencia de crédito en los correspondientes presupuestos.

e) Los convenios interadministrativos suscritos con las Comunidades 
Autónomas serán remitidos al Senado por el Ministerio de Política Territorial.»
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Dos. Se da una nueva redacción al apartado 3 del artículo 122, que queda redactado 
como sigue:

«[...]

3. El órgano de control interno de la Administración a la que se haya adscrito 
el consorcio, deberá realizar la auditoría de las cuentas anuales de aquellos 
consorcios en los que, a fecha de cierre del ejercicio, concurran, al menos, dos de 
las tres circunstancias siguientes:

a) Que el total de las partidas del activo supere 2.400.000 euros.
b) Que el importe total de sus ingresos por gestión ordinaria en el caso de los 

consorcios del sector público administrativo, o la suma del importe de la cifra de 
negocios más otros ingresos de gestión, en el caso de los pertenecientes al sector 
público empresarial, sea superior a 2.400.000 euros.

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea 
superior a 50.

Las circunstancias señaladas anteriormente se aplicarán teniendo en cuenta lo 
siguiente:

a) Cuando un consorcio, en la fecha de cierre del ejercicio, pase a cumplir dos 
de las citadas circunstancias, o bien cese de cumplirlas, tal situación únicamente 
producirá efectos en cuanto a lo señalado si se repite durante dos ejercicios 
consecutivos.

b) En el primer ejercicio económico desde su constitución o su adscripción al 
sector público correspondiente, los consorcios cumplirán lo dispuesto en los 
apartados anteriormente mencionados si reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al 
menos dos de las tres circunstancias que se señalan.

Aun cuando, según las circunstancias señaladas, no exista obligación de 
someter las cuentas anuales de un consorcio a auditoría de cuentas, los órganos de 
control interno podrán, en todo caso, incluir su realización en sus planes anuales de 
control y auditoría.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Tres. Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 128, que queda redactado 
como sigue:

«1. Son fundaciones del sector público estatal aquellas que reúnan alguno de 
los requisitos siguientes:

a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa 
o indirecta, de la Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos 
integrantes del sector público institucional estatal, o bien reciban dicha aportación 
con posterioridad a su constitución.

b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento 
por bienes o derechos aportados o cedidos por la Administración General del Estado 
o cualquiera de los sujetos integrantes del sector público institucional estatal con 
carácter permanente.

c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a 
representantes de la Administración General del Estado o del sector público 
institucional estatal.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Cuatro. Se modifica el artículo 129, que queda redactado de la siguiente forma:

A. Se añade una letra g), nueva, al apartado, con la siguiente redacción:

«[...]
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g) Si la aplicación de los anteriores no resultara determinante, se adscribirá a 
la Administración General del Estado, y, en el caso de que ésta no participe, se 
adscribirá a la administración que decida su patronato.»

B. Se añade un apartado 5, nuevo, con la siguiente redacción:

«[...]

5. Las fundaciones estarán sujetas al régimen presupuestario, económico 
financiero y de control de la Administración Pública a la que estén adscritas.»

Cinco. Se modifica la disposición adicional cuarta, que queda redactada como sigue:

«Disposición adicional cuarta. Adaptación de entidades y organismos públicos 
existentes en el ámbito estatal.

Las entidades con régimen jurídico específico a la entrada en vigor de esta 
ley se seguirán rigiendo por su legislación específica, manteniendo su naturaleza 
jurídica, y únicamente de forma supletoria, y en tanto resulte compatible con su 
legislación específica por lo previsto en esta ley.

Los demás organismos y entidades, a los que se refiere el artículo 84.1 de 
esta ley, existentes en el momento de la entrada en vigor de la misma, deberán 
adaptarse a su contenido antes del 1 de octubre de 2024, rigiéndose hasta que 
se realice la adaptación por su normativa específica.

La adaptación se realizará preservando las actuales especialidades de los 
organismos y entidades en materia de personal, patrimonio, régimen 
presupuestario, contabilidad, control económico-financiero y de operaciones como 
agente de financiación, incluyendo, respecto a estas últimas, el sometimiento, en 
su caso, al ordenamiento jurídico privado. Las especialidades se preservarán 
siempre que no hubieran generado deficiencias importantes en el control de 
ingresos y gastos causantes de una situación de desequilibrio financiero en el 
momento de su adaptación.

Las entidades que no tuvieran la consideración de poder adjudicador, 
preservarán esta especialidad en tanto no se oponga a la normativa comunitaria.»

Disposición final vigésima octava. Modificación del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida se modifica la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre, de la siguiente forma:

Uno. Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 20, que queda redactado 
como sigue:

«1. Únicamente podrán obtener reducciones, bonificaciones o cualquier otro 
beneficio en las bases, tipos y cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de 
recaudación conjunta, las empresas y demás sujetos responsables que se 
encuentren al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones con la Seguridad 
Social en relación al ingreso por cuotas y conceptos de recaudación conjunta, así 
como respecto de cualquier otro recurso de la Seguridad Social que sea objeto de 
la gestión recaudatoria de la Seguridad Social, en la fecha de su concesión.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Dos. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 88, que queda redactado como 
sigue:

«[...]
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